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Causas congénitas y sobrevenidas, como los accidentes laborales o de circu-
lación, provocan, en coniunto, que exista una parte de la sociedad que soporta
algún tipo de discapacidad física, psíquica o sensorial de mayor o menor grado
e intensidad. Prestando nuestra atención a las personas con limitaciones de ca-
rácter físico o sensorial se observa que la legislación estatal relacionada con el
uso de una vivienda ttata de una u otra manera el problema añadido que supo-
ne para alguien con cierta discapacidad vivir en sociedad, en un pueblo, en una
ciudad, en definitiva, ocupar diariamente una vivienda.
Habría que ponerse en situación y ubicarnos en el lugar del discapacitado a
la hora de enfrentarse al problema diario de vivir en un piso o en una vivienda
unifamilia¡ sea en propiedad o en régimen de alquiler y observar cómo nuesrra
legislación intenta ofrecer solución a las trabas físicas que la disposición y cons-
trucción de las viviendas establecen y una protección especial para el inquilino
discapacitado que contrata u ocupa una casa alquilada. Evidenteme nte,la rama
del Derecho que regula estas cuestiones es el Derecho Civil. Veremos cómo
resuelve este ordenamiento algunos de los problemas que se le plantean al mi-
nusválido y qué solución les ofrece.
El Derecho Civil ha sido de las ramas jurídicas que más tarde se han preocu-
pado 
-la pionera y aún principal materia sigue siendo, obviamente, el Derecho
Administrativo- por los problemas que pudieran asolar a un colectivo que exi-
gía cada vez mayor atención por parte del legislador por el propio desarrollo de
la sociedad y por la cadavez mayor presión social derivada de tres aspectos.
En primer lugar, por razones puramente cuantitativas al suponer los
discapacitados una parte de la sociedad que en los últimos años ha aumentado-
sobre todo por causas sobrevenidas, como los accidentes circulatorios- de forma
ostensible. En segundo lugar, por ser individuos que progresivamente han ido
copando puestos cadavez más relevantes en la sociedad civil. Y en tercer lugar
por el importante movimiento asociativo que constituye un entrelazado de agru-
paciones, asociaciones y federaciones con una continua actuación para la pro-
gresión social, económica, cultural y económica del discapacitado.
2.AL.A.U.
En cuanto ala mateñade los Arrendamientos de viviendas la Ley 29194
de 24 de Noviembre de Arrendamientos lJrbanos, (L.A.U) supuso en el Dere-
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cho Privado un reconocimiento expreso de algunos derechos exclusivos de las
personas discapacitadas que vivieran como titulares o como simples ocupantes
-convivientes con el titular del contrato- en rLágimen de alquiler. La Disposición
Adicional !" impone como requisito previo a quien se arrogue la condición de
discapacitado la obligación de acreditarlo mediante la oportuna declaración de
las Administraciones competentes. En el caso de Extremadura, bastaría, por
ejemplo, una certificación 
-que se expide gratuitamente- por las Direcciones
Territoriales de la Conse jería de Bienestar Social de la Junta de Extremadura.
Respecto del llamado "derecho de subrogación" o posibilidad de sustituir y
ocupar la posición de inquilino o firmante del contrato de alquiler en caso de
fallecimiento de éste, habitualmente, según el artículo 16 de la Ley, quienes lo
sustituyan son los parientes más directos del fallecido, esto es, hijos, cónyuge y
padres, entre otros. Pero este mismo artículo amplía el número de personas que
pueden sustituir 
-si son discapacitados- al inquilino que desaparece, llegando a
permitir que incluso los tíos del fallecido (tercer grado colateral) puedan seguir
en la vivienda arrendada. Eso sí, deben cumplirse obligatoriamente dos condi-
ciones, la primera, de caráctet subjetivo: ser minusválido con un grado igual o
superior al 65 %. La otru condición, al ser de carácter temporal obliga a una
convivencia con el inquilino durante los dos años anteriores al fallecimiento.
Por otra parte, si en la vivienda en régimen de alquiler que ocupa el
discapacitado son necesarias obras de adaptaci6npara atenuar o suprimir limi-
taciones arquitectónicas, el artículo 24 de la L.A.U autoriza a realizar estas
obras, siempre que lo notifique por escrito al propietario, pudiendo éste exigir
cuando finalice el alquiler que deshaga la obra y reponga las cosas a su estado
anterior. La necesidad de adaptación puede estar motivada por ser el mismo
arrendatario el discapacitado o bien su cónyuge o parcja de hecho, sea hetero-
sexual u homosexual.LaLey, en este sentido, amparu todas estas situaciones y
condiciones personales.
3.IA LEY DE LA PROPIEDAD HORIZONThL
Y terminando con la siempre polémica convivencia en régimen de Propie-
dad Horizontalhabúa que comentar 1o que la Ley de Propiedad Horizontal (
Ley 8199) dispone respecto de los discapacitados que vivan en un piso, bien en
propiedad o en régimen de alquiler.
Y de esta forma, en el bloque de pisos, pueden ser necesarias determinadas
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obras en elementos comunes (escaleras, portal, nuevo ascensor..) y que, por
tanto, deban contar con el consentimiento de los demás propietarios. Con la
anterior Ley de Propiedad Horizontal de los años 60 ( Ley 4911960) las obras en
lugares de uso y titularidad común o el establecimiento de nuevos servicios
comunes que tuvieran como fin la supresión de barreras arquitectónicas, reque-
ria el consentimiento unánime, es decir, todos los propietarios deberían asentir a
tales obras. Si uno solo se oponía, por muy necesaria que fuera, en principio,
salvo que se acudiera al Juez, la obra no se realizaba como consecuencia de
algún "vecino" insolidario.
Pero un primer paso que demostró que se iba tomando conciencia del pro-
blema fue la Ley 15195 de "supresión de barreras arquitectónicas". Esta ley
permite, sin sujeción a ningún tipo de mayorías, la ejecución de obras que elimi-
nen las mencionadas barreras. Pero tenía el inconveniente grave de que latota-
lidad de Ia obra debía ser costeada por el discapacitado. Pero teniendo en cuenta
que algunas reformas requieren inversiones cuantiosas 
-incluso con el apoyo de
las consabidas subvenciones públicas- y que la misma Ley consideta ya
discapacitado a los mayores de 70 años, no hace falta esforzar la imaginación
para deducir que, dado lo limitado de los ingresos de éstos, las obras en escasos
supuestos llegaban a concretarse.
Y con larcforma de la Ley de Fropiedad Horizontal, los acuerdos de laJunta
de Propietarios que tengan como fin la ejecución de obras de adaptación en
elementos comunes para los minusválidos 
-y personas mayores de 70 años-
puedan tener un acceso más fácil a su vivienda, sólo necesitarán qroe la mayoría
de los propietarios, siempre que éstos representen mayoúa de cuotas de partici-
pación, voten a favor del acuerdo. Ahora bien, con la mayoría simple los gastos
serán sufragados exclusivamente por los que votaron a favo4 por ello, lo reco-
mendable sería obtener una mayoúa caalificada de 315 de los propietarios y de
esta forma todos los comuneros pagarían la obra, aunque se hubieran opuesto.
Y como conclusión a todo lo expuesto, sólo cabe considerar que en relación
con los alquileres y el "status" del discapacitado que vive en una comunidad de
propietarios estas normas sólo sean el inicio de una legislación que debe buscar
el equilibrio de la persona con limitaciones físicas con aquel que no sufre ningún
tipo de incapacidad, con disposiciones y normativa que establezcan medidas de
discriminación positiva a favor de los primeros.
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